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SENTENCIA NUMERO: 88. CORDOBA, 23/06/2021. Y VISTOS: estos autos caratulados GOMEZ, LEONARDO C/ EXPERTA ART SA – PROCEDIMIENTO DECLARATIVO ABREVIADO - LEY DE RIESGOS, Expte. 9937520, de los que resulta: I) Que comparece el Sr. GOMEZ, LEONARDO, DNI Nº 14.021.876, con el patrocinio letrado de los Dres. Lucas Caeiro y Mauro Vitozzi, y entabla formal demanda laboral en contra de EXPERTA ART S.A. persiguiendo el pago de la suma de pesos dos millones ciento setenta y nueve mil ciento veintidós ($2.179.122) (capital histórico a noviembre de 2017), y/o la que se determine en autos, con más intereses establecidos por la ley 27.348 y costas, así como los honorarios previstos en el art. 104, inc. 5, de la Ley 9459, por la etapa administrativa cumplida ante la superintendencia de riesgos del trabajo. Relata que ingresó a trabajar bajo subordinación jurídica, técnica y económica, de su empleador, El Arze Juan Carlos, realizando tareas de seguridad y prevención. Que, con fecha 8 de noviembre de 2017, mientras se dirigía del trabajo a su domicilio, sufrió un gravísimo accidente de tránsito que le provocó lesiones en varios miembros de su cuerpo, debiendo recibir intervenciones quirúrgicas e innumerables tratamientos médicos y de rehabilitación durante los dos años de la incapacidad laboral temporaria que dispone la Ley 24.557 -según Ley 26.773-, habiendo obtenido el alta médica el día 8 de noviembre de 2019. Reseña que, en cumplimiento de la Ley 27.438, recurrió a la Comisión Médica Jurisdiccional (Nº5) a los fines de que se le determine el grado de incapacidad y, consecuentemente, el monto de indemnización correspondiente. Que dicho trámite fue iniciado con fecha 17 de diciembre de 2019; que frente a la demora motivada por el Covid, y en atención a la gravedad de su incapacidad, debió interponer una acción cautelar innovativa a fin de que se emplace a la SRT a que determine la incapacidad, conforme expediente caratulado “Gomez Leonardo c/ Experta ART SA – Medida  Autosatisfactiva (EXP. Nº 9412066)”, tramitado ante el Juzgado de Conciliación y del Trabajo de Tercera Nominación. Que, en su mérito, la SRT procedió a fijar fecha de junta médica y, luego de realizar diversos estudios, estableció que padece una incapacidad total del 88.15%, de tipo permanente y carácter definitivo. Sigue relatando que previo a la audiencia de homologación (ley 27.348, Res. SRT 298/202017 y Res. SRT 899/2017), la SRT notificó a las partes la liquidación de prestación dineraria a cargo de la ART demandada. Que el monto se compone del piso mínimo previsto por el art. 15 LRT para incapacidades superiores al 66%, con más la indemnización de pago único establecida por el art. 11 LRT. Que la suma de tales importes es la liquidada y determinada por la SRT y que ascendió a $4.029.241,21. Que su parte impugnó la liquidación por cuanto no adicionó al pago único del art. 11 ley 24.557 intereses de ninguna índole, siendo que el artículo 12 de la ley 24557, modificado por ley 27.348 determina que los montos deben actualizarse, desde la fecha de la primera manifestación invalidante y hasta el momento de practicarse la liquidación (administrativa o judicial), con el interés equivalente al promedio de la tasa activa cartera general nominal anual vencida a treinta días (30) del Banco Nación Argentina. Arguye que la suma que se dispuso en tal concepto -$778.258- se encuentra envilecida por un proceso de gran devaluación de la moneda nacional e inflacionario de más de un 40 % anual. Que prueba de ello es que al momento de la confección de la liquidación la prestación adicional referida ascendía a $2.217.389, conforme Resolución SRT. NRO. 7/2021. Que su parte impugnó su monto y procedió a acompañar una liquidación de capital actualizado, conforme a lo dispuesto por el art. 11 de la ley 27.348. Aclara que, por carecer la Superintendencia de un sistema que calcule tales intereses, se efectuó el cómputo mediante la web de la justicia del gobierno de la ciudad (https://consejo.jusbaires.gob.ar/institucional/calculo-de-interes). Indica que la impugnación fue rechazada sin ningún fundamento técnico ni jurídico. Continua señalando que en la audiencia respectiva la ART no ofreció la suma indemnizatoria del art. 11, inc. 4, debidamente actualizada. Aclara que en el presente se reclaman dos créditos indemnizatorios, el correspondiente a la indemnización del art. 15 ley 24.557 y el previsto como pago único adicional en la norma antes citada. Argumenta que resulta procedente aplicar los mínimos legales previstos por la normativa al tiempo del siniestro, que son los estipulados por la Resolución SRT, Nota S.C.E. N° 21161/17 -artículo 15 LRT: $1.400.864 (piso mínimo); artículo 11 inc. 4 apartado b) LRT: $778.258-, lo que arroja un total de $2.179.122-. Arguye que para la determinación del art. 15 LRT,  el mínimo vigente es superior a la indemnización que arroja la fórmula (53 x $20.689 x 1,1403 (65/57)= $1.250.358). Que tales sumas deben ser actualizadas con un interés equivalente al promedio de la tasa activa cartera general nominal anual vencida a treinta (30) días del Banco Nación Argentina (inc. 2°, art. 12 LRT). Especifica que debe aplicarse esa modificación y no la introducida por el Decreto 669/19, ya que fue dictado con posterioridad, amén de su inconstitucionalidad. Adita que habiendo previsto el legislador un tipo de interés especial no corresponde apartarse de lo dispuesto por la ley. Ofrece prueba. Finalmente, solicita, como tutela anticipada, el pago inmediato de pesos un millón quinientos mil ($1.500.000), conforme a los argumentos que desarrolla y que se dan por reproducidos en honor a la brevedad. II) Mediante escrito de fecha 7 de abril del año en curso el actor rectifica la demanda respecto de los intereses que pretende aplicables. Afirma que el capital indemnizatorio que le corresponde ($2.179.122), debe ser debidamente reajustado con los intereses judiciales aplicados por la doctrina pacífica del foro local, es decir Tasa Pasiva que publica el B.C.R.A. con más el 2 % nominal mensual. Aclara que en demanda se expresó que debía realizarse la actualización conforme a lo dispuesto por el art. 12 de la LRT, pero tras un nuevo examen de la normativa advierte que dicha reforma vino a actualizar el ingreso base mensual. Que en autos no estamos frente a un ingreso base que deba actualizarse, sino que se  reclaman los mínimos legales, los que deben ser ajustados con el interés con que se actualizan todos los créditos en la doctrina judicial del foro. Refiere que se trata de intereses compensatorios, que tienen como función devolver al capital el poder adquisitivo que ostentaba al tiempo en que debía abonarse el capital. Arguye  que la SRT al practicar la liquidación efectúa una actualización del piso informando que asciende a la suma de $3.458.492,77, sin acompañar los índices que toma al efecto, lo que vulnera el derecho de defensa y debido proceso. Formula planilla. III) Admitida la demanda se imprimió a la presente acción el trámite del procedimiento declarativo abreviado, disponiéndose, en cuanto a la petición de regulación de los estipendios por las tareas ante la Comisión  Médica, que debía ocurrirse por la vía correspondiente. Corrido traslado de la demanda compareció el Dr. Hernán José Cima Berretta, en su calidad de apoderado de la accionada, y lo evacuó en términos que admiten la siguiente síntesis. Liminarmente, efectuó una negativa genérica de los hechos descriptos por la parte actora. En concreto, negó, por desconocerlo y no constarle, los extremos atinentes a la relación laboral, tareas desempeñadas, las condiciones en las que el actor denunciara encontrarse al momento de comenzar a trabajar, que el 8 de noviembre de 2017 haya sufrido un accidente, que se hubiera producido en su trayecto habitual, que a causa de aquél el actor padeciera las dolencias que menciona y que ellas sean aptas para provocarle la incapacidad laboral que reclama. No obstante tales negativas, refirió que, tal como lo manifiesta el actor, su mandante le otorgó las prestaciones médicas correspondientes hasta la fecha en que se le declaró el alta -08/11/2019- por haber transcurrido el plazo de dos años de ILT, conforme ley 24.557. Que, atento a la discordancia con la determinación de la incapacidad, el actor concurrió a la Comisión Médica Nro. 5 de la Ciudad de Córdoba. Hizo presente que el actor no impugnó el dictamen emitido, señalando que no recibió el pago de la indemnización correspondiente atento a no haberse llegado a un acuerdo económico en sede administrativa. Asimismo, negó que las dolencias o secuelas del accidente que dice padecer el actor en su demanda le ocasionen una incapacidad mayor a la reconocida. Requirió se aplique el Baremo LRT Decreto 659/96. Arguyó que el actor centró su reclamo en la materia intereses, dando por sentado que la incapacidad reconocida por Comisiones Medicas es correcta y tomando a los fines del cómputo de las indemnizaciones el monto mínimo legal. Negó la corrección y pertinencia de los cálculos indemnizatorios incluidos en la demanda, señalando que ellos son faltos de  legalidad, tornando la suma reclamada en un completo absurdo. Concretamente, rechazó que corresponda la aplicación de intereses conforme a la doctrina del foro local. Que el art. 12, inc. 2, de la LRT (conforme modificaciones del DNU 669/2019) establece que desde la fecha de la primera manifestación invalidante y hasta la data en que deba realizarse la puesta a disposición de la indemnización por determinación de la incapacidad laboral definitiva, deceso del trabajador u homologación, el monto del ingreso base devengará un interés equivalente a la tasa de variación de las Remuneraciones Imponibles Promedio de los Trabajadores Estables (RIPTE) en el período considerado. Añadió que si bien en el presente caso se aplica el piso mínimo de ley y no el IBM, no hay motivos para apartarse de lo establecido en la ley. Arguyó que, por analogía, correspondería aplicar un interés equivalente a la tasa de variación de las Remuneraciones Imponibles Promedio de los Trabajadores Estables (RIPTE) en el período considerado o, en subsidio, un interés  equivalente al promedio de la tasa activa cartera general nominal anual vencida a treinta (30) días del Banco de la Nación Argentina. Bajo el rótulo de “Impugna Aplicación De Intereses – Improcedencia – Subsidiariamente Aplicación De La Teoría De La Consolidación Jurídica Del Daño”, argumenta que la Ley 24.557 no prevé -en su formulación- la aplicación de intereses sobre las prestaciones dinerarias por ella fijadas, sino a partir del momento en que las A.R.T. incurran en mora en el pago de las mismas. Y -sigue- la mora no puede, sino, producirse a partir de la determinación –por parte de las comisiones médicas de la ley- de la naturaleza laboral del accidente o profesional de la enfermedad y la asignación de un porcentaje de incapacidad invalidante. Cita la Resolución S.R.T. 104/98 (B.O. 3/9/98) que establece que “… el pago de las prestaciones dinerarias de pago único en concepto de incapacidad laboral permanente definitiva, deberá realizarse dentro de un plazo no superior a quince (15) días, contados desde la fecha en que la A.R.T. fue notificada de la homologación o dictamen donde se determina el porcentaje de incapacidad...”. Asimismo, refiere al art. 2° de la Res. SRT n° 414/99, que otorga un “plazo de gracia” de 30 días corridos a partir del momento en que la prestación debió ser abonada y difiere la configuración de la mora al vencimiento de dicho plazo. En consecuencia -dice, la aplicación de intereses no resultaría una derivación razonada del derecho vigente, violándose el principio de congruencia, el de legalidad y, en definitiva, el derecho de propiedad. Arguye que EXPERTA A.R.T. S.A. es una aseguradora de riesgos del trabajo y, como tal, tendrá como único objeto el otorgamiento de las prestaciones que establece esta ley, en el ámbito que -de conformidad con la reglamentación- ellas mismas determinen. Que las “prestaciones que establece esta ley” no son otras que las dinerarias y en especie que enumeran los arts. 13 a 20 de la Ley 24.557 y, la obligación asumida por EXPERTA ART S.A. frente a la afiliada se limita al cumplimiento las obligaciones que le impone la Ley 24.557, sus decretos y normas complementarias. En definitiva, impugna la aplicación de intereses pedida por la parte actora, añadiendo, a todo evento, que los mismos deberán devengarse, para el hipotético caso que resulte procedente el reclamo, desde la fecha de la sentencia o, cuanto más, desde la de la pericia médica que eventualmente determine algún tipo de incapacidad. Cita jurisprudencia. Afirma que, según las constancias de la causa, el accidente de trabajo se produjo el 08/11/2017 y el cese de la incapacidad temporaria tuvo lugar tiempo después (conf. art. 7, inc. c, LRT), ya que el actor no obtuvo el alta médica con anterioridad. Asimismo, rechaza la aplicación de intereses, aduciendo que si no estaríamos ante una doble actualización, generando un enriquecimiento sin causa. Que la aplicación del RIPTE es un sistema de actualización de pisos, y que el mismo no debe sufrir una doble actualización con aplicación de tasas. Seguidamente, se explaya en orden al planteo de inconstitucionalidad del Decreto de Necesidad y Urgencia n° 669/19, esgrimiendo argumentos a los que me remito en homenaje a la brevedad. A continuación se opone al pedido de tutela anticipada y, en suma, requiere el rechazo de la demanda, con costas, las que -pide- sean impuestas en los términos de los arts. 20 de la L.C.T. y 28, 3er. párrafo de la Ley 7987, por existir “plus petición inexcusable”, ya que tanto la parte actora como su letrado patrocinante debieron conocer la normativa aplicable y la realidad fáctica y jurídica que justifica y sustenta el arbitrario y caprichoso reclamo. Ofrece prueba. Contesta traslado sobre la documental. IV) A mérito de lo previsto en el art. 83 quater de la ley 7987, se dispuso correr vista al actor de la contestación de la demanda, la que es evacuada en tiempo y forma. En la ocasión, el accionante agregó que luego de “repensar” el nuevo alcance del art. 12, LRT, en cuanto a que la liquidación pudo ser la que se practique judicialmente y que, en consecuencia, corresponda actualizar las sumas con la tasa de interés que establece esa norma, deja solicitado su inconstitucionalidad, por cuanto el legislador dispone una tasa de interés que no refleja la erosión del dinero producida por la gran inflación.  Hizo presente que el valor del dólar al momento del siniestro era muy distinto al de la actualidad. Que, por tal razón, es que considera más justa la actualización mediante los intereses aplicados por los tribunales del foro. V) Con fecha 14 de mayo del año en curso se receptó la audiencia única en su fase liminar, ocasión en la que, atento a no haber mediado avenimiento, se fijó el objeto de la litis y las cuestiones controvertidas, como así también se dispuso lo relativo a la prueba, en los términos que da cuenta el acta respectiva. En la misma oportunidad, se hizo lugar al requerimiento cautelar, ordenándose a la demandada el pago de la suma de pesos un millón quinientos mil ($1.500.000) a tenor de las razones allí explicitadas y que doy por reproducidas en homenaje a la brevedad. VI) Diligenciada la prueba tuvo lugar la continuidad de la audiencia en la que se recibieron de modo oral los alegatos de las partes, habiéndolo hecho los letrados de ambas, según surge del registro audiovisual efectuado. A modo de síntesis, el representante del actor adujo que la comisión médica aplicó la Resolución 3440, siendo que la misma comprende una situación distinta a la de autos. Por lo demás, reiteró la petición efectuada en los escritos introductorios en orden a que corresponde abonar el importe correspondiente al capital de los arts. 15 y 11, LRT, con los intereses que el Tribunal determine, requiriendo la declaración de inconstitucionalidad del art. 12 de la LRT. Por su parte, la accionada refirió que la cuestión era de puro derecho, tal como quedara establecido en la primera audiencia. Alegó que la inconstitucionalidad  del art. 12 no debía ser considerada y debía ser rechazada, remitiéndose a lo ya planteado en su contestación. Adujo que es aplicable el DNU n° 669 del 2019. Que sin perjuicio de que no prevé su aplicación a los mínimos, de entenderse que debe ser actualizado debe hacerse la aplicación analógica de aquél, o, subsidiariamente, el interés del art. 12 de la Ley 27348. Afirmó que, sin perjuicio de que la SRT no se expresó sobre los cálculos, era su deber defender la planilla que realizó el organismo, por ser tal la que considera correcta. Concluida la audiencia única, los autos pasaron a despacho a los fines de su resolución. Atento al estado de la causa,  los presentes se hallan en estado de dictar resolución. Y CONSIDERANDO: I) La litis: Dado el trámite impreso a la acción de autos, el objeto de la litis y los extremos conducentes controvertidos han sido establecidos en ocasión de llevarse a cabo la audiencia única prevista en el art. 83 quinquies de la ley 7.987 (t.o. ley 10.596), del siguiente modo: (i) Objeto de la litis: pretensión indemnizatoria derivada del accidente de trabajo sufrido por el accionante con fecha 8 de noviembre de 2017, que fue reconocido por la Comisión Médica en el Expediente nº 431515/19, habiéndose determinado que aquel es portador de una incapacidad del ochenta y ocho con quince por ciento de la total obrera (88,15%). El accionante concretamente reclama dos créditos indemnizatorios (arts. 15 y 11, inc. 4, apartado b de la Ley 24.557). Refiere que resulta procedente aplicar los mínimos legales previstos por la normativa al tiempo del siniestro -Nota S.C.E. N° 21161/17- a) Art. 15 LRT $1.400.864 (piso mínimo); b) Art. 11, inc. 4, apartado b) LRT $778.258, que arroja un total de $2.179.122- con más los intereses de aplicación judicial (tasa pasiva promedio nominal mensual con más un dos por ciento mensual), lo cual arroja, según planilla presentada con el escrito de rectificación de demanda, una diferencia entre la liquidación practicada por el organismo administrativo ($4.029.241,21) de pesos tres millones cincuenta y nueve mil trescientos veintinueve ($3.059.329), habiéndose planteado la inconstitucionalidad del art. 12, ap. 2, en cuanto a la tasa que determina aplicable. (ii) Cuestión conducente controvertida: procedencia de la aplicación de intereses sobre los importes de las prestaciones dinerarias referidas en el punto objeto de la litis y, en su mérito, el derecho del actor a percibir una diferencia respecto de los montos determinados por la Superintendencia de Riesgos del Trabajo al practicar la liquidación correspondiente, extremos tales que la demandada niega por cuanto sostiene que la pretensión del actor se aparta de las disposiciones legales en vigencia.  Tal como se sostuviera en la ocasión señalada, si bien la parte demandada ha negado el acaecimiento del siniestro, así como también las circunstancias atinentes a la relación laboral, las dolencias o secuelas que el trabajador dice padecer y que ellas le ocasionen una incapacidad laborativa permanente mayor a la que le reconoció el dictamen de comisión médica, tales extremos no son conducentes para la resolución de la causa, puesto que en esta sólo se encuentra en cuestión lo relativo al monto prestacional establecido en sede administrativa respecto de un siniestro cuyo acaecimiento y secuelas incapacitantes han sido reconocidas por la Comisión Médica, sin que surja que la accionada, pese a haber intervenido en las actuaciones respectivas, hubiera recurrido tal decisión administrativa, con lo que plataforma fáctica allí fijada adquirió firmeza. En otras expresiones, arriba firme a esta instancia jurisdiccional que el accionante sufrió un accidente in itinere con fecha 8 de noviembre de 2017 y que la Comisión Médica determinó que, como consecuencia del mismo, padece una incapacidad permanente y definitiva del 88,15% de la TO. La aseguradora, en este punto, reconoció expresamente el otorgamiento de las prestaciones médicas y dinerarias hasta la data del alta del trabajador, lo que acaeció con fecha 8 de noviembre de 2019 por haberse cumplido los dos años de incapacidad laboral temporaria (art. 7, LRT), tal como surge de las constancias de las actuaciones administrativas que fueron remitidas por la SRT con motivo de la informativa requerida en autos, y que corroboran la autenticidad de las documentales acompañadas por el actor correspondientes al expediente respectivo (nº 431515/19). A lo anterior debo añadir que no ha cuestionado la demandada su aseguramiento en el marco de la ley 24.557. Por el contrario, surge de las actuaciones respectivas que, tal como lo reconociera, brindó las prestaciones correspondientes hasta el alta. De conformidad a lo expuesto, y a mérito de lo determinado en sede administrativa, no caben dudas de que el accionante es acreedor de las prestaciones que el sistema de riesgos del trabajo establece en sus arts. 15, ap. 2, y 11, ap. 4, de la ley 24557, habiéndose puesto en crisis en autos la corrección del monto establecido por el Departamento de  Control de Prestaciones Dinerarias de la Superintendencia de Riesgos del Trabajo al practicar la liquidación de aquellas con fecha 03/03/21 (ver fs. 825 del respectivo expediente, que consta en el archivo adjunto identificado como 15 expediente AAAAAAAA, en operación nº 83727700). Luego, ceñiré mi análisis a la mencionada cuestión, analizando separadamente cada una de las prestaciones requeridas, lo que seguidamente efectúo, comenzando por la consideración de la prestación principal, para la luego abordar lo relativo a la compensación adicional. II.1) Prestación del art. 15, ap. 2 de la LRT: a) El importe fijado por la Comisión Médica: Toda vez que se determinó que el actor posee una incapacidad superior al 66 % de la TO, según lo dispone el art. 15, ap. 2, de la ley 24557, le corresponde percibir una prestación de pago único cuyo importe es equivalente al que resulta de multiplicar 53, por el valor mensual del ingreso base (VMIB) determinado conforme lo estipula el art. 12 de la ley 24557, por el coeficiente que resulta de dividir 65 por la edad del trabajador al momento del infortunio. Dicho monto, según lo estipulado por el Decreto 1694/09, no puede ser inferior a ciento ochenta mil pesos ($180.000), actualizado según la variación del índice RIPTE (Remuneraciones Imponibles Promedio de los Trabajadores estables), desde el 1 de enero de 2010 y hasta la fecha de la primera manifestación invalidante, considerando la última variación semestral (conf. art. 17 bis de la Ley 26773, texto según ley 27.348). En el caso, el organismo administrativo, a través del área técnica respectiva, con fecha 3 de marzo de 2021 -fecha de la liquidación- determinó que el monto correspondiente a la mencionada prestación, según la fórmula legal, ascendía a tres millones ochenta y siete mil ochenta y cuatro pesos con setenta y un centavos ($3.087.084,71). Asimismo, estableció que el piso indemnizatorio a esa data era igual a tres millones cuatrocientos cincuenta y ocho mil cuatrocientos noventa y dos pesos con setenta y siete centavos ($3.458.492,77); suma que, por ser mayor, es la que en definitiva determinó como correspondiente a la prestación en examen. De dicho importe, por aplicación de la Resolución 3440/15 -sucesión de siniestros-, descontó la preexistencia (6%: $ 207,509.57), arrojando un importe final de pesos tres millones doscientos cincuenta mil novecientos ochenta y tres con veintiún centavos ($3.250.983,21). Debo señalar, liminarmente, que al incoar la demanda el accionante no introdujo cuestionamiento alguno en orden a la aplicación que hizo la comisión médica de la resolución mencionada en último término. Recién en ocasión de alegar introdujo tardíamente ese planteo, privando a la accionada de la posibilidad de ejercer su derecho de defensa sobre el particular. Sin perjuicio de ello, advierto que la alegación formulada no ha sido idónea para evidenciar que la disposición referida hubiera sido erróneamente aplicada en el caso, a mérito de la preexistencia establecida -según el dictamen médico y que no fue negada en autos-, la incapacidad integral establecida (ver liquidación, que indica como incapacidad integral la de 94,15%) y lo explicitado en el artículo 1 del aludido cuerpo normativo, en cuanto estipula que “Cuando la fecha de Primera Manifestación Invalidante (PMI) de la última contingencia fuese posterior a la entrada en vigencia de la Ley N° 26.773 y el grado de la Incapacidad Laboral Permanente Integral fuese superior al CINCUENTA POR CIENTO (50%), la Aseguradora responsable de su cobertura deberá abonar el capital de la prestación dineraria correspondiente a la Incapacidad Laboral Permanente Integral, pudiendo descontar la preexistencia. A tal efecto, deberá considerar para el cálculo de ambas incapacidades, la fecha de PMI de la última contingencia”. Luego, estimo que la queja formulada en los alegatos en relación a este tópico no puede ser atendida. b) El cuestionamiento del actor en relación al quantum de la indemnización: Conforme surge del relato practicado en los vistos de la presente, el actor en su libelo introductorio refirió que le correspondía el mínimo estipulado por la Resolución SRT NOTA S.C.E. N° 21161/17 -$1.400.864-, por ser superior a la indemnización que arroja la fórmula, la que calculó del siguiente modo: 53 x $20.689 x 1,1403 (65/57)= $1.250.358. Arguyó que aquella suma debía ser actualizada con un interés equivalente al promedio de la tasa activa cartera general nominal anual vencida a treinta (30) días del Banco Nación Argentina (conf. inc. 2°, art. 12 de la LRT en el texto conforme ley 27348). Especificó que no debía aplicarse el Decreto 669/19, por haber sido dictado con posterioridad, amén de su inconstitucionalidad. Ulteriormente, rectificó la demanda  respecto de los intereses, requiriendo el reajuste del piso mínimo con los judiciales aplicados por la doctrina pacífica del foro local -tasa pasiva que publica el B.C.R.A. con más el 2 % nominal mensual-. Finalmente, solicitó se declare la inconstitucionalidad del art. 12 en cuanto a la tasa fijada, por estimar que ella no refleja la erosión del dinero producida por la inflación y la devaluación, insistiendo en la aplicación de la tasa de interés de uso judicial. c) La respuesta jurisdiccional: Preliminarmente corresponde apuntar que el accionante, para determinar el valor de referencia remuneratorio tomado por el art. 15 de la LRT, omitió computar el ajuste previsto en el apartado 2 del art. 12 de la Ley 24557 (texto según Ley 27348), puesto que consignó como valor de ingreso base la suma de veinte mil seiscientos ochenta y nueve pesos ($20.689), que es el que resulta de actualizar los salarios con RIPTE a la fecha de la primera manifestación invalidante (ver liquidación practicada en sede administrativa), sin adicionarle la tasa legal hasta la data de la liquidación, como sí lo hizo la comisión médica, que estableció el importe de aquel en la suma de cincuenta y un mil setenta y ocho pesos con tres centavos ($51.078,03), correspondiendo a los accesorios la de treinta mil trescientos ochenta y ocho pesos con ochenta y cinco centavos ($30.388,85). Debo apuntar que, aunque no se indique de modo expreso en la planilla de liquidación, el cálculo de la mencionada fórmula se efectuó aplicando las disposiciones del art. 12 de la Ley en su texto incorporado por la ley 27.348, previo a la reforma introducida por el DNU 669/19, esto es adicionando al valor del ingreso base determinado según el ap. 1 de la mencionada preceptiva la tasa promedio activa cartera general nominal anual vencida a treinta días del Banco Nación Argentina. Ello se desprende del monto fijado, según los cálculos efectuados por este Tribunal a través de la página https://consejo.jusbaires.gob.ar/institucional/calculo-de-interes, que fue propuesta por el propio actor ($20.689, actualizado desde el 8/11/2017 -fecha accidente- al 3/3/21 -fecha liquidación- arroja un total de $50.958,02, monto que resulta muy aproximado al fijado como valor del ingreso base mensual por el organismo ). La no aplicación del mencionado decreto en Comisión Médica probablemente se motiva en una circular remitida por la Superintendencia de Seguros de la Nación- Gerencia de Coordinación General-, de fecha 13 de febrero de 2020, por la que comunica a “las Entidades que operan en Riesgos del Trabajo la medida cautelar dictada con fecha 09/10/2019 por el Juzgado Nacional de Primera Instancia del Trabajo N° 76, en los autos caratulados "COLEGIO PÚBLICO DE ABOGADOS DE LA CAPITAL FEDERAL C/ ESTADO NACIONAL- PODER EJECUTIVO NACIONAL S/ ACCIÓN DE AMPARO; EXP. N° 36004/2019" donde se resolvió hacer lugar a la medida cautelar solicitada por la actora y, en consecuencia, decretar la suspensión de la aplicación del Decreto de Necesidad y Urgencia N° 669/2019, mientras se sustancie la acción de fondo…”. Mas allá del alcance que pudiera tener la medida dispuesta en los autos a los que se refiere en la circular, lo cierto es que en el cálculo efectuado respecto de la minusvalía del actor, el organismo administrativo prescindió de la aplicación de la modificación suspendida. Conforme a las constancias del expediente administrativo respectivo, en ocasión de celebrarse la audiencia de acuerdo la accionada no manifestó oposición alguna respecto del monto así liquidado. Tampoco refirió en autos, ni surge acreditado, que hubiera presentado recurso en contra de lo allí dispuesto. Igualmente, no alegó en los presentes de qué manera la aplicación del mencionado decreto modificaría en su favor el importe adeudado. Para ser más clara, ha omitido establecer el monto que le correspondería abonar en caso de aplicarse el Decreto 669/19, de modo de poner en evidencia el perjuicio económico que su no aplicación le acarrea. Más aún, en ocasión de alegar refirió que debía convalidar el monto fijado en sede administrativa, con lo que la cuestión atinente a la aplicación o no del mencionado DNU al caso y el análisis del planteo de inconstitucionalidad formulado sobre el particular en el escrito inicial por la actora constituyen cuestiones abstractas. Como es sabido, el deber de pronunciarse sólo existe ante un caso concreto y no ante una cuestión abstracta, por lo que la decisión sobre aquellas cuestiones carece de objeto actual convirtiendo en inoficioso todo pronunciamiento al respecto (Fallos 247:469). Pues bien, como se indicara supra, una vez realizada la operatoria de la fórmula legal bajo los parámetros explicitados, el organismo administrativo entendió aplicable al caso el mínimo legal, el que determinó en un monto -$3.458.492,77- que no se condice con el histórico que correspondería a la fecha de acaecimiento de la contingencia y  que, tal como refiere el actor, es equivalente a $1.400.864 -según Resolución SRT, nota S.C.E. N° 21161/17-. Conforme el art. 17 bis de la Ley 26773, los pisos mínimos establecidos por los arts. 3 y 4 del decreto Nº 1694/09, con los que deben comparase las indemnizaciones respectivas para considerar el mayor de ellos, serán actualizados por RIPTE “hasta la fecha de la primera manifestación invalidante”, debiendo entenderse por tal, en el supuesto de autos, la de acaecimiento del infortunio. No obstante, en el caso de autos la comisión médica no se ajustó al término expreso de la ley, sino que procedió a actualizar ese mínimo. Ello es advertido por el propio accionante, quien da cuenta de ese reajuste, agraviándose de que, al no establecerse el mecanismo empleado al efecto, se ha visto vulnerado su derecho de defensa. Pues bien, le asiste razón en cuanto a que no se indica en la liquidación cuál fue el parámetro utilizado. Y al ser requerida esa aclaración en autos, mediante el libramiento del oficio respectivo, tampoco ello pudo ser esclarecido, por cuanto la Comisión omitió dar respuesta a lo expresamente solicitado. No obstante, practicados los cálculos por este Tribunal mediante la utilización del aplicativo disponible en la página citada supra, pudo constatarse que aplicó la misma tasa utilizada para el reajuste del VIBM (tasa activa cartera general nominal anual vencida a treinta días del Banco de la Nación Argentina). Ello así, estimo que la determinación efectuada resulta ajustada a derecho, por lo que el monto de la prestación fijada deviene correcto, sin perjuicio de que deba ser recalculado a la fecha de este pronunciamiento, atento al tiempo transcurrido desde que la referida liquidación tuvo lugar. Justifico esa conclusión. El decreto del Poder Ejecutivo Nacional antes citado, entre sus modificaciones más relevantes, dispuso eliminar los topes indemnizatorios para todos los casos, estableciendo pisos por debajo de los cuales no se reconocerá válidamente el monto indemnizatorio. Para que dicho piso resulte equitativamente comparable resulta obvio que, desde la fecha en que la ley dispone que se determine -primera manifestación invalidante-, deba ser incrementado según las mismas pautas dadas por la normativa legal para acrecentar, en igual período, el ingreso base para el cálculo de la prestación con la que habrá de cotejarse. Es que de otro modo no habría coherencia entre los componentes de los importes que son objeto de confrontación. En otras expresiones, no sería razonable contrastar un piso mínimo cuyo monto se cristalizó (solidificó) a una data determinada, con el resultante de una fórmula en la cual una de sus variables (VIBM) fue objeto de actualización hasta una fecha posterior, máxime en el caso, en el que, entre una y otra fecha transcurrieron mil setenta y siete (1077) días. Una interpretación distinta conduciría a un absurdo, que no podría cohonestarse. Evidentemente así lo entendió el organismo administrativo. La operatoria efectuada en dicha sede, consistente en aplicar al mencionado piso la misma tasa que la ley dispone para la fórmula legal que debe ser cotejada con aquél resulta ser una derivación razonable del ordenamiento jurídico considerado en su integralidad, acorde con los fines perseguidos por el legislador y los principios protectorios que imperan el derecho del trabajo en general y el sistema de riesgos del trabajo en particular. La hermenéutica de la ley que se infiere del cálculo practicado por el ente administrativo permite armonizar la norma legal vinculada a los pisos indemnizatorios con las restantes previsiones y principios axiológicos del sistema, evitando arribar a conclusiones reñidas con las circunstancias singulares del caso o notoriamente disvaliosas para el trabajador, resultando ello ajustado a la previsión contenida en el artículo 2 del Código Civil y Comercial de la Nación, conforme a la cual la ley debe ser interpretada teniendo en cuenta sus palabras, sus finalidades, las leyes análogas, las disposiciones que surgen de los tratados sobre derechos humanos, los principios y los valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento. La  pretensión del actor de que se aplique al piso una tasa de interés distinta a la fijada por el art. 12, ap. 2, de la Ley 27348 no puede admitir recibo. Es que es de toda lógica que el mínimo tendiente a garantizar que la indemnización no pierda su valor por el transcurso del tiempo sea ajustado en base a idénticos guarismos a los utilizados para establecer el importe de ella. La ley 27.348 ha establecido una sistemática en materia de intereses y de ajustes dinerarios tendientes a impedir la licuación del crédito, siendo de competencia del legislador su determinación. Debe señalarse que el planteo de inconstitucionalidad efectuado respecto de la mencionada norma es fruto de una reflexión tardía del compareciente, por cuanto no fue formulado en la primera oportunidad procesal posible, esto es desde que resultaba previsible la aplicación legal que pretende descalificar (ver, TSJ, Sala Laboral, autos "Guardia Nélida Bibiana c/ Trecco Silvia Cristina - Ordinario - Otros (laboral)", Sent. 72/20219). Es más, conforme lo indicara supra, en su primer escrito no sólo no cuestionó dicha norma, sino que fue la tasa de interés prevista en ella la que precisamente peticionó. Tampoco efectuó ese ataque en ocasión de rectificar su demanda, no obstante haber requerido allí la aplicación de una tasa de interés disímil. Recién lo hizo al contestar el traslado de la contestación formulada por la contraria. Por otro lado, advierto que no se verifican los presupuestos para emitir un acto de la envergadura institucional que reviste el  pretendido. En efecto, de conformidad al criterio reiteradamente establecido por la Corte Suprema, no debe recurrirse a la declaración de inconstitucionalidad de una norma legal sino cuando una estricta necesidad lo requiera (Fallos: 248:398). Para que una ley debidamente sancionada y promulgada sea declarada ineficaz por razón de inconstitucionalidad se requiere que la repugnancia de la norma con la cláusula constitucional sea manifiesta, clara e indudable (Fallos: 314:424). A más, sólo cabe formular la declaración de inconstitucionalidad de un precepto de jerarquía legal cuando un acabado examen del mismo conduce a la convicción cierta de que su aplicación conculca el derecho o la garantía comprometidos (Fallos, 315:923). En el caso, sin embargo, no se advierte que la aplicación de la tasa de interés legal sobre el mínimo conduzca a arribar a un importe de indemnización que torne ilusorio el cumplimiento de la finalidad resarcitoria prevista en la ley (arts. 1, ley 24.557 y art. 1 de la ley 26.773). En su mérito, corresponde desestimar ese planteo y efectuar el recálculo de la prestación en estudio aplicando sobre el mínimo legal - $ 1.400.864- la misma tasa utilizada por la autoridad administrativa, desde el día del accidente (8/11/2017) hasta la fecha, por ser esta ocasión la de la liquidación definitiva, lo que arroja un total de tres millones seiscientos veintiséis mil seiscientos setenta y cuatro pesos con cuarenta centavos -$ 3.626.674,40- (conf. cálculo efectuado mediante la página de la justicia de la ciudad de Buenas Aires a la que se refirió supra), de la que debe descontarse el importe correspondiente a la preexistencia (6%), según lo dispuesto por la Comisión Médica, que equivale a la suma de doscientos diecisiete mil seiscientos pesos con cuarenta y seis centavos ($217.600,46), con lo que el  actor tiene derecho a percibir en aquel concepto el importe de tres millones cuatrocientos nueve mil setenta y tres pesos con noventa y tres centavos ($3.409.073,93). II.2) Compensación adicional de pago único -Art. 11, ap. 4, Ley 24557-: a) El importe fijado por la Comisión Médica: Conforme surge de la liquidación obrante en el expediente administrativo, la Comisión médica determinó que al accionante le correspondía percibir en concepto de compensación adicional de pago único el importe de pesos setecientos setenta y ocho mil doscientos cincuenta y ocho pesos ($778.258), que es el que resulta de la nota S.C.E. N° 21161/17 S.R.T. que refiere al semestre en que se ubica la fecha del infortunio que sufrió (8/11/2017). b) El planteo del actor: El accionante, en los términos explicitados supra, impugna la liquidación antedicha en cuanto -dice- no se adicionaron intereses de ninguna índole sobre la prestación respectiva, requiriendo, en definitiva, se aplique la tasa de uso judicial. c) La respuesta jurisdiccional: Ingresando a la consideración del planteo, anticipo que entiendo que asiste razón al actor en cuanto a que el monto determinado en sede administrativa respecto de la prestaciones prevista en el art. 11 de la Ley 24.557 debe ser corregido, aunque disiento con la tasa de interés que propone se aplique. Doy razones: El decreto 1278/00 incorporó al sistema prestacional de los riesgos del trabajo, mediante la reforma del artículo 11 de la Ley 24.557, el pago de las denominadas “compensaciones dinerarias de pago único” para aquellos supuestos de incapacidades permanentes parciales superiores al 50%, totales y muerte, cuyos montos eran de $ 30.000, $ 40.000 y $ 50.000, respectivamente. Viene al caso señalar que la posibilidad del legislador de establecer importes fijos y predeterminados en el propio texto legal encontraba justificación en el contexto económico existente a esa época, en la que regía la convertibilidad y una casi nula inflación. Con la reaparición del fenómeno inflacionario con posterioridad al año 2002, tales montos se vieron envilecidos. En el año 2009, el Poder Ejecutivo Nacional dictó el Decreto Nro. 1694/09 por el que, con el fin de mejorar las prestaciones dinerarias del sistema, reajustó aquellos importes estableciendo otros nuevos, también fijos ($80.000, $100.000 y $120.000). La Ley 26.773, en sus arts. 8 y 17, ap. 6, dispuso un mecanismo de actualización de dichas compensaciones mediante la aplicación del porcentaje de variación del índice RIPTE, siendo dichas previsiones derogadas por la Ley 27.348 (art. 21) que, no obstante, incluyó en el texto legal anteriormente citado el art. 17 bis, vigente a la fecha de acaecimiento del accidente de autos, y que, como se estableciera, determina que las mencionadas compensaciones adicionales deberán ser incrementadas conforme al índice aludido desde el 1 de enero de 2010 y hasta la fecha de la primera manifestación invalidante de la contingencia. De acuerdo a ello, la Comisión médica estableció el importe de la prestación en examen en el monto ya indicado, a tenor de lo dispuesto por la nota de Superintendencia nº 21161/2017 y la fecha del accidente que sufrió el actor. Ahora bien, desde esta última data y la de la liquidación de la prestación por parte del organismo, como se señalara al abordar la prestación anterior, transcurrieron mil setenta y siete días. Es que el actor se encontró en situación de incapacidad laboral temporaria agotando el plazo máximo legal (dos años), tras lo cual debió esperar que se determinara su minusvalía definitiva, lo que acaeció luego de diversas gestiones efectuadas por su representación técnica -ver pedidos de resolución y pronto despacho obrantes en el expediente que luce adjunto como prueba en autos- y en el contexto de una actuación restringida de la comisión médica con motivo de las limitaciones sanitarias dispuestas, circunstancias todas ellas que no le son imputables. Es cierto que la ley no contempla la aplicación de tasa de interés alguna sobre el quantum establecido respecto de la prestación compensatoria en análisis, cuyo monto, se reitera, se fija a la fecha de acaecimiento del siniestro. No se ha previsto ningún mecanismo para mantener incólume el contenido de ese crédito hasta la data de la determinación definitiva de la incapacidad, a diferencia de lo que acontece con las prestaciones contempladas en los arts. 14 y 15 de la Ley 24.557, a partir del dictado de la Ley 27.348. En el caso, la evidente distorsión que ha sufrido el monto de la indemnización en examen a raíz del proceso inflacionario, el que no requiere prueba, toda vez que atañe a una circunstancia pública y notoria, entiendo que debe ser superado mediante la aplicación de un accesorio tendiente a mantener la suficiencia de aquel. De otro modo, se estaría infringiendo lo dispuesto en el art. 1 de la Ley 26.773 en cuanto prescribe como objetivo de las disposiciones sobre reparación de los accidentes de trabajo y enfermedades profesionales el de la cobertura de los daños de los riesgos del trabajo con criterios de suficiencia, accesibilidad y automaticidad. A la par de que se afectaría el derecho de propiedad del trabajador damnificado (art. 17, CN), privilegiándose así a la accionada deudora, por cuanto tendría derecho a liberarse pagando las prestaciones según el monto vigente al momento del siniestro, cuando, en los hechos, paga mucho tiempo después, habiendo podido disponer de esos fondos -susceptibles de producir rentas- durante todo ese lapso. De conformidad a ello, y ante la existencia de normas que vedan el ajuste (conf. arts. 7 y 10 de la ley 23.928), estimo apropiado acudir al instituto de los intereses. La ley 27.348, al modificar el art. 12, precisamente ponderó la necesidad de compensar la pérdida del valor del dinero en el período ventana existente entre la data de la producción del daño y la de su consolidación, liquidación y pago de las prestaciones, añadiendo la aplicación de una tasa de interés en su apartado 2º. La comisión Médica, con acierto, como se indicó anteriormente, aplicó ese interés respecto del piso mínimo previsto respecto de la indemnización del art. 15, pero omitió hacer lo propio con la compensación adicional, siendo que, al igual que el mencionado mínimo, se fija en la fecha de acaecimiento del infortunio. Pues bien, tanto la jurisprudencia cuanto la doctrina especializada han reconocido en la tasa de interés un remedio o alternativa para evitar que los efectos de la depreciación monetaria incidan solamente sobre quien fue la víctima del daño, estableciéndose que los magistrados deben ponderar los antecedentes del caso y las circunstancias económicas del momento para determinar con criterio prudencial el interés aplicable (voto del Dr. Petracchi en la causa "Massolo, Alberto c/ Transporte del Tejar", C.S.J.N del 24.04.10). Lo propio puede desprenderse del último párrafo del considerando 10 del fallo del Alto Cuerpo en autos “Espósito, Dardo Luis c/ Provincia ART S.A. s/ accidente – ley especial”, en cuanto desestima la existencia de una situación de desamparo del afectado por no aplicarse al caso las mejoras introducidas por normas posteriores al acaecimiento de la contingencia aludiendo a la aplicación por parte del Tribunal de mérito de intereses desde la data del infortunio. En ese sentido, refiere, expresamente, que “Esa situación de total desamparo no se verifica en el caso de autos. Por el contrario, es un dato no controvertido que las disposiciones de la Ley de Riesgos del Trabajo vigentes al momento del infortunio contemplaban el pago de una prestación dineraria destinada a reparar el daño ocasionado por la incapacidad laboral que el hecho provocó. Prestación a la que, incluso, la cámara le adicionó intereses desde la fecha del accidente en el entendimiento de que, de acuerdo con el "principio general de las obligaciones civiles", los perjuicios sufridos por el actor por no tener a su disposición el capital desde ese momento podían compensarse mediante la imposición de tal tipo de accesorios”. Respecto de la prestación en análisis se ha indicado que “Claramente esos intereses compensatorios corresponde aplicarlos sobre las sumas fijas que se prevén para aquellos trabajadores que tengan más del 50% de incapacidad, máxime cuando la actualización de estas sumas fijas contempladas ahora en el artículo 17 bis de la ley 27348 se detiene en el momento de la primera manifestación invalidante” (Javier Nagata, “El artículo 12 de la ley de riesgos del trabajo luego de la reforma de la ley 27348”,  Doctrina Laboral, ERREPAR, setiembre de 2018; en la misma línea Emilio Romualdi se expide a favor de la aplicación de intereses sobre la prestación de pago único en “Ley De Riesgos de Trabajo”, prestaciones Dineraria, Trámites ante las Comisiones Médicas, ediciones dyd, 2020, p. 217). A riesgo de resultar reiterativa, no se trata de la utilización de mecanismos indexatorios o de índices o de coeficientes de actualización de montos históricos prohibido por la ley, sino de la aplicación de una tasa de interés tendiente a mantener incólume el valor del crédito del actor, compensándolo, asimismo, por la privación del uso del capital correspondiente. Debe destacarse que es indiferente que la Aseguradora de Riesgos del Trabajo demandada no se encontrara en condiciones de abonar los importes correspondientes sino hasta la data de la determinación de la incapacidad y consecuente liquidación de los montos de las prestaciones respectivas, por cuanto “la noción de interés compensatorio o lucrativo es la que responde a la esencia del concepto económico de interés. Es el que se paga por tener un capital dinerario que, o no es propio (porque nos ha sido prestado), o debe ser entregado a otra persona (porque se lo debemos por imperio de la ley), y ello con independencia de la existencia de mora del deudor” (Ossola, Federico, en Lorenzetti, Ricardo “Código Civil y Comercial comentado”, ed. Rubinzal-Culzoni. TV. Santa Fe. 2015, p. 139, énfasis agregado). En ese mismo sentido, se ha sostenido que “No importa si en el caso específico de autos hubiere existido o no mora en la ART, sino que lo relevante es que la finalidad del interés fijado judicialmente no es -al menos en ese caso- imponer una sanción al deudor sino compensar al acreedor. En ese sentido, vale destacar que en toda la sistemática actual de intereses judiciales, la figura del interés moratorio está entreverada o mixturada con la del compensatorio. El nuevo Código Civil y Comercial, que nada dijo en torno a la repotenciación de deudas y por ende ratificó el criterio ‘no indexatorio’, vino sin embargo a modificar algunas cuestiones en materia de intereses.- Es que el art. 767 del CCC, que regula los intereses compensatorios, dispone –a diferencia del ordenamiento anterior, en el que eran sólo de fuente legal o convencional- que en ausencia de acuerdo de partes o disposición legal, el interés compensatorio puede ser fijado por los jueces… Por lo tanto, el interés que debe pagar el deudor, en este caso la ART, debe propender a mantener el valor del crédito frente al proceso inflacionario y compensar la rentabilidad frustrada del dinero, sin generar un enriquecimiento indebido en el acreedor pero tampoco obrar con ese efecto respecto del deudor, que de otra manera pagaría una deuda envilecida (es decir, menos en términos reales) y habría gozado de la renta del dinero pagado a plazo distante, lo que de ninguna manera se logra si se omite su cálculo entre la fecha a la que corresponde el valor nominal histórico … y la fecha de pago …” (Cámara Civ.,Com, Crimin., Acus.,Trab., Contenciosa Adm. y Familia de feria, Sent. Nº 116, 2020, autos “Vera Noguera, Roberto Omar c/ Federación Patronal Seguros S.A. – Ordinario - Accidente (ley de riesgos)”, Expte. 6795605, Tribunal operativo durante el receso extraordinario por aislamiento social preventivo obligatorio, autor del voto, Dr. Ricardo Agustín Giletta). De conformidad a lo expuesto, no resulta óbice a la solución propuesta las Resoluciones de SRT que cita la accionada -nros. 104/98 y 414/99- en cuanto establecen la data de pago de la compensación de pago único y el momento en que se produce la mora en el cumplimiento de la obligación de otorgar las prestaciones dinerarias contempladas en la Ley Nº 24.557, en tanto, más allá de los reparos que puedan merecer en lo que atañe a la arrogancia por parte de un órgano administrativo de facultades típicamente legislativas, lo cierto es que los intereses referidos precedentemente son los compensatorios, y no los derivados de la mora. Igualmente ineficaz resulta el argumento esgrimido por  aquella vinculado a que, dado su calidad de aseguradora de riesgos del trabajo, su responsabilidad se halla limitada al otorgamiento de las prestaciones de la ley en el ámbito y de conformidad a las reglamentaciones que ellas determinen. No es posible soslayar que el financiamiento de las prestaciones por parte de las ART se efectúa con una cuota mensual -cotización- a cargo del empleador (art. 23, Ley 24.557), cuya cuantía se determina sobre las remuneraciones de los trabajadores y trabajadoras, por lo que  evoluciona de igual modo que aquellas. De allí que la pretensión de liberarse pagando las prestaciones según el quantum vigente al momento del siniestro deviene desajustada. No debe soslayarse que “… un trabajador accidentado tiene a nivel constitucional, una doble protección especial, en tanto se encuentran comprometidos los derechos de una persona que tiene especial tutela no sólo como trabajador (art. 14bis CN) sino también como discapacitado (art. 75 inc. 23 CN)”, y  “que este sujeto doblemente tutelado a nivel constitucional tiene derecho a una indemnización. Y este derecho también es de raíz constitucional, reconocido en el art. 19 de la Constitución Nacional” (Santa fe, 16 de setiembre de 2026, "GIANASTACIO, Francisco Inocencio c/ ASOCIART S.A. A.R.T. s/ ACCIDENTE DE TRABAJO s/ C.P.L.", Sala Segunda de la Cámara de Apelación en lo Laboral, voto del Dr. Sebastián César Coppoletta). Sentado ello resta establecer la tasa de interés aplicable para este caso. He adelantado no compartir la propuesta por el accionante -la de uso judicial-. Es que entiendo corresponde atenerse a los intereses legales dispuestos por la Ley 24,557 en su artículo 12, ap. 2, en el texto ordenado por la Ley 27.348. Resulta claro que la intención del legislador, frente a la dispersión de criterios en las distintas jurisdicciones, y a fin de evitar la disparidad en las indemnizaciones a percibir por los siniestrados según el lugar del hecho o de sustanciación del pleito, ha sido la de establecer una tasa única para todos los casos, siendo incluso la misma fijada respecto de la mora (art. 12, ap. 3). Dicha tasa, aplicada al monto de la prestación dineraria en análisis, estimo satisface el cometido indicado y armoniza con el sistema prestacional de riesgos el trabajo, evitando la utilización de mecanismos compensatorios disímiles según el tipo de prestación de que se trate. En consecuencia, y en ejercicio de la facultad que el art. 767 acuerda a quienes ejercen la magistratura en la fijación de la tasa de interés de que se trata, corresponde que sea la tasa activa cartera general nominal anual vencida a treinta días (30) del Banco Nación Argentina. En la misma inteligencia se ha resuelto que, dado que la reparación es la vigente al momento de los hechos “... resulta forzoso disponer que dicho monto resulte acrecido por intereses similares a aquellos trazados para las prestaciones dinerarias de los arts. 14 y 15 de la LRT por aplicación analógica del mismo sistema calculatorio conforme la nueva redacción del acápite 2 del art. 12” (conf. CNAT, Sala I, fallo del 3/10/2019, Cita digital: IUSJU044371E). En definitiva, a la fecha de la presente, el monto de la prestación correspondiente a la compensación adicional de pago único a la que tiene derecho el actor de conformidad a lo explicitado supra, asciende a la suma de dos millones catorce mil ochocientos diecinueve pesos con sesenta y ocho centavos -$ 2.014.819,68-, según cálculo efectuado a través de la página ya referida. III) A tenor de lo expuesto, corresponde acoger la demanda incoada con el alcance dado en los considerandos anteriores y, en su mérito, condenar a la demandada a abonar al actor las prestaciones correspondientes a los arts. 15, ap. 2,  y 11, ap. 4, de la Ley 24557, cuyos montos, conforme se estableciera supra, ascienden a la suma de tres millones cuatrocientos nueve mil setenta y tres pesos con noventa y tres centavos ($3.409.073,93) y dos millones catorce mil ochocientos diecinueve pesos con sesenta y ocho centavos ($ 2.014.819,68), respectivamente, lo que arroja un total de pesos cinco  millones cuatrocientos veintitrés mil ochocientos noventa y tres pesos con sesenta y un centavos ($5.423.893,61). De dicho monto debe descontarse el importe que fue reconocido en calidad de tutela anticipada, equivalente a la suma de pesos un millón quinientos mil ($1.500.000), y que fue ya percibido por el actor conforme constancias de autos.  El importe de condena deberá ser oblado por la ART demandada dentro del término de cinco días de notificado este pronunciamiento y devengará, para el caso de mora, la que se operará al vencimiento del mencionado plazo, el  interés previsto en el inc. 3 del art. 12 de la Ley 24.557 hasta el efectivo pago. Esta última norma dispone que “a partir de la mora en el pago de la indemnización será de aplicación lo establecido por el artículo 770 del Código Civil y Comercial acumulándose los intereses al capital, y el producido devengará un interés equivalente al promedio de la tasa activa cartera general nominal anual vencida a treinta (30) días del Banco de la Nación Argentina, hasta la efectiva cancelación” (TO según Ley 27.348). Entiendo que la previsión antedicha ha sido erróneamente incluida en el art. 12, Ley 24.557. Ello, por cuanto no se refiere ya al valor del ingreso base al que alude en su título, sino a la “indemnización”, cuyo método de cálculo se encuentra en los arts. 11, 14 o 15, de la Ley 24557, según el caso, y en el art. 3 de la Ley 26.773. Debió así ser incorporada como una norma independiente, con referencia a todas las prestaciones aludidas, o la suma que resulte de ellas, según el caso. En cuanto al momento dispuesto supra respecto de la mora, debo efectuar la siguiente aclaración. No soslayo que el art. 2 de la ley 26.773  establece que “El derecho a la reparación dineraria se computará, más allá del momento en que se determine su procedencia y alcance, desde que acaeció el evento dañoso o se determinó la relación causal adecuada de la enfermedad profesional”. De conformidad con esta disposición, el estado de mora debería remontarse al momento que “acaeció el evento dañoso”. Ahora bien, dicha norma -coherente con la contenida en el art. 1748 del CCyCN- fue dictada cuando el texto del art. 12 de la ley 24557 cristalizaba el monto de la prestación al momento de la primera manifestación invalidante. La aplicación de tal disposición en autos, siendo que el caso resulta comprendido en el ámbito de aplicación temporal de la Ley 27.348, implicaría retrotraer la deuda calculada en un momento posterior con los intereses capitalizados, hacia el momento del siniestro y desde allí cuantificar nuevamente intereses sobre el producido hasta el efectivo pago; lo que conduciría a una doble aplicación de intereses por sobre el mismo período. Tal exégesis, por cuanto conduce a un resultado ilógico, resultaría contraria a los postulados del art. 2 del Código Civil y Comercial y, además, reprochable con fundamento en el art. 17 de la Constitución Nacional (ver Ackerman, Mario en “Riesgos del Trabajo”, ed. Rubinzal-Culzoni, editores, 2020, Tomo I, p. 333,  quien afirma que una interpretación de esa naturaleza resultaría “muy poco razonable”). Es por tal razón que los intereses fijados en dicha previsión correrán recién a partir de la mora en el pago del monto condenado en el plazo supra establecido para el cumplimiento de la sentencia. Finalmente, corresponde hacer saber a la accionada que deberá efectuar dicho pago en el plazo fijado, aun cuando articule recurso de apelación, por cuanto, hallándonos ante el supuesto previsto en el inc. l del art. 83 bis de la ley 7987, la instancia impugnativa ordinaria ha sido previsto al solo efecto devolutivo (conf. art. 83 septies). IV) Las costas deben imponerse a la demandada vencida, no advirtiéndose circunstancia alguna que autorice a eximirla de ellas (art. 28 Ley 7987). Toda vez que la accionada no efectuó el pago del monto oportunamente reconocido por la Comisión Médica, por lo que en el presente pleito se reclama el abono íntegro de las prestaciones correspondientes y no sólo la diferencia, la base para la estimación de los estipendios resulta ser el importe total mandado a pagar en esta sentencia. Luego los honorarios de los letrados intervinientes por la parte actora -Dres. Lucas Caeiro y  Mauro Vitozzi- deben regularse de manera definitiva y de acuerdo a lo establecido por los Arts. 31, inc.1, 36, ap. b, y 39, en el término medio de la escala prevista en la segunda de las mencionadas normas -21,5%-, los que ascienden a la suma de un millón ciento sesenta y seis mil ciento treinta y siete pesos ($1.166.137) en conjunto y proporción de ley, con más el importe de ciento veintidós mil cuatrocientos cuarenta y cuatro pesos con treinta y nueve centavos  ($122.444,39)  en concepto de IVA a favor del letrado indicado en primer término, atento a la condición tributaria denunciada en autos. Corresponde diferir la regulación de honorarios de la representación letrada de la demandada a tenor de lo establecido en el art. 26 del CA, la que oportunamente se practicará de acuerdo a las previsiones de los arts. 31 y 36 ib., en el término mínimo de la escala de este último. V) Hago mención que he valorado la totalidad de los argumentos esgrimidos por ambas partes, habiendo hecho alusión sólo a aquellos planteos que he estimado conducentes para resolver el pleito. Por los fundamentos expuestos y las normas legales citadas, RESUELVO: I) Acoger la demanda incoada por el actor Sr. GOMEZ, LEONARDO, DNI Nº 14.021.876 con  el alcance dado en los considerandos. En su mérito, condenar a EXPERTA ART S.A al pago de la suma total de cinco millones cuatrocientos veintitrés mil ochocientos noventa y tres pesos con sesenta y un centavos ($5.423.893,61) en concepto de las indemnizaciones de los arts. 15, ap. 2, y 11, ap. 4 de la Ley 24557, por una incapacidad total y permanente del 88,15% de la TO, conforme a lo determinado por la Comisión Médica Jurisdiccional. II) La suma indicada, de la que debe deducirse el monto ya abonado en concepto de tutela anticipada -$1.500.000-, deberá efectivizarse en el plazo de cinco días hábiles desde la notificación del presente, aún en caso de interposición del recurso de apelación, bajo apercibimiento de ejecución forzosa, y devengará intereses en caso de incumplimiento equivalentes a la tasa activa cartera general nominal anual vencida a treinta días (30) del Banco Nación Argentina desde dicha data y hasta la de su efectivo pago. III) Imponer las costas a la parte demandada vencida (art. 28, LPT). IV) Regular, de manera definitiva, los estipendios de los letrados de la parte actora, Dres. Lucas Caeiro y Mauro Vitozzi, en la suma de un millón ciento sesenta y seis mil ciento treinta y siete pesos ($1.166.137), en conjunto y proporción de ley, con más el importe de ciento veintidós mil cuatrocientos cuarenta y cuatro pesos con treinta y nueve centavos ($122.444,39) en concepto de IVA a favor del nombrado en primer término. Diferir la regulación de los honorarios del Dr. Hernán José Cima Berretta (art. 26, CA) la que se efectuará conforme a las pautas dadas en los considerandos. V) Emplazar a la demandada a que, en el término de quince días, oble el importe correspondiente a la tasa de justicia que asciende a la suma de pesos ciento ocho mil cuatrocientos setenta y siete pesos con ochenta y siete centavos ($108.477,87), y para que en igual plazo efectúe el abono de los aportes de la Ley 6468 (texto según ley 8404) por cada abogado y/o grupo de abogados, bajo apercibimiento de certificar la existencia de la deuda y de dar noticia al organismo encargado de su recaudación, respectivamente. VI) Dar por reproducidas las citas legales efectuadas en los considerandos, por razones de brevedad. VII) Líbrese oficio al Registro Público de Accidentes y Enfermedades Laborales (ley 8380). Protocolícese y notifíquese. 
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